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(portada) Mario Chávez comparte un momento con su esposa,
Lizeth Chávez, a través de la valla fronteriza en Playas de
Tijuana, durante una visita familiar. Mario, un ciudadano de
los EE.UU., no puede salir de los EE.UU. debido a restricciones
judiciales, y Lizeth, de nacionalidad mexicana, no tiene una
visa para entrar a los Estados Unidos.  
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La necesidad de emigrar —por razones familiares o para buscar
“una vida mejor”— ha jugado un papel decisivo en la historia de
los Estados Unidos desde un primer momento. Actualmente, el
13 por ciento de la población estadounidense es nacida en el ex-
tranjero.1 Entre estos 40 millones de inmigrantes, 11 millones no
cuentan con autorización para estar en el país, y viven y trabajan
en Estados Unidos de manera irregular.2 Al no tener un estatus
legal, son altamente vulnerables a violaciones de sus derechos
fundamentales reconocidos en las normas estadounidenses y el
derecho internacional. Por temor a ser deportados, muchos
mantienen un perfil muy bajo e intentan no hacer nada que llame
la atención, incluso si esto implica no denunciar delitos o abusos
que sufren en el trabajo. 

No obstante, estos inmigrantes no viven aislados. Muchos están
casados con ciudadanos estadounidenses y personas con resi-
dencia legal, o son padres y madres, hermanas y hermanos, hijas
e hijos de personas que viven legalmente en el país. Los inmi-
grantes no autorizados realizan trabajos que muchas veces son
despreciados por los ciudadanos, pese a ser trascendentales para
la economía estadounidense.3

Sin embargo, el actual sistema inmigratorio de Estados Unidos
se ocupa principalmente de aplicar en forma rigurosa una serie
de leyes anticuadas e ineficaces, antes que de implementar políti-
cas que tomen en cuenta las consideraciones relativas a familia
y empleo que atraen a los inmigrantes a Estados Unidos. Desde
1990, el gobierno estadounidense ha deportado a más de 4 mil-
lones de inmigrantes,4 aplicando leyes que en general ignoran
los lazos familiares y los arraigados vínculos que mantienen los
inmigrantes con comunidades de Estados Unidos. En 2011, el sis-
tema de detención de inmigrantes —que cada vez se asimila más
al sistema de justicia penal— mantuvo detenidas a más de
400.000 personas, en su mayoría sin que hubiera alguna
acusación penal en su contra; y en la última década han estado
detenidas a través de este sistema cerca de 3 millones de per-
sonas.5

Las injusticias y falencias del sistema de inmigración pueden
tener consecuencias devastadoras no sólo para los millones de

inmigrantes no autorizados que viven en Estados Unidos, sino
además para los millones de ciudadanos y residentes legales con
quienes comparten su vida y a quienes brindan sustento. También
afectan negativamente a sus empleadores, escuelas y comu-
nidades. Un sistema arbitrario, injusto y desconcertante puede
destruir vidas, dañar la economía de un país y debilitar la confi-
anza que la sociedad deposita en el estado de derecho. 

La mayoría de los estadounidenses están a favor de una reforma
integral que resuelva, de una vez por todas, la situación de vul-
nerabilidad en que se encuentran los 11 millones de inmigrantes
no autorizados.6 El gobierno del Presidente Obama y el Congreso
deberían aprovechar esta oportunidad para crear un sistema de
inmigración más justo, efectivo y humanitario. La extensa historia
de inmigración en Estados Unidos, desde sus momentos de gloria
hasta los más nefastos, ha permitido extraer importantes en-
señanzas que el gobierno debería tener en cuenta para crear un
sistema que regule la inmigración de manera eficaz y, a la vez,
garantice el respeto de derechos fundamentales.  

Este sistema debería responder a los cuatro
principios siguientes:

El sistema de inmigración estadounidense debería1
respetar y proteger a las familias.
El sistema de inmigración estadounidense debería2
comprometerse a proteger a los inmigrantes frente a
delitos y abusos en el lugar de trabajo.
La reforma en materia de inmigración debería incluir3
un proceso de legalización efectivo que respete a las
familias, proteja a víctimas de abusos y delitos, y
reconozca las contribuciones de quienes residen
desde hace tiempo en el país.
El sistema de inmigración estadounidense debería4
enfocar sus medidas de control en amenazas que
sean genuinas y asegurar que se respeten las
garantías de debido proceso de todas las personas.
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I. El sistema de inmigración
estadounidense debería respetar y
proteger a las familias.

La actual legislación de Estados Unidos en materia de inmigración
atenta contra el derecho de las familias estadounidenses a vivir
juntas. 

Según datos de Pew Hispanic Center, casi 17 millones de personas
en Estados Unidos viven en familias donde al menos un miembro
es un inmigrante no autorizado.7 Pese a estos vínculos familiares,
la mayoría de los inmigrantes no autorizados no tienen un modo
realista de regularizar su situación conforme a la legislación vi-
gente.

En algunos casos, personas que tienen ciudadanía esta-
dounidense o residencia permanente han presentado solicitudes
válidas para regularizar la situación legal de sus familiares no au-
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Mario Aguilar muestra fotos de sus hijos, mientras
espera ver si alguien lo contrata para un trabajo,
fuera del refugio Casa del Migrante en Tijuana,
México. Aguilar, de ciudadanía mexicana, había
vivido en los Estados Unidos durante 28 años
antes de ser deportado. 
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torizados, pero debido a que las vacantes para visas familiares
son limitadas y a otros obstáculos burocráticos, el proceso registra
demoras masivas. Por ejemplo, las hijas o hijos adultos que hayan
nacido en México pueden verse obligados a esperar hasta 20 años
desde el momento en que uno de sus padres con ciudadanía es-
tadounidense presenta una solicitud. Este volumen de procesos
pendientes supone una enorme presión para la totalidad del sis-
tema migratorio, que incrementa la inmigración ilegal y los casos
en que se exceden los plazos de permanencia establecidos en las
visas. 

Otras personas, a pesar de que tienen lazos familiares, no reúnen
las condiciones para solicitar que se regularice su situación legal,
debido al tiempo durante el cual ya han permanecido irregular-
mente en el país o al modo en que ingresaron a este. Incluso
cuando se trata de cónyuges de ciudadanos estadounidenses, si
ingresaron ilegalmente al país no pueden legalizar su condición
sin antes salir del país, y esto podría dar lugar a que se prohíba
su regreso durante un período de 10 años. Se cree erróneamente
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Benny Flores y sus cuatro hijos, en el
departamento de la familia, en Texas, cerca de la
frontera con México. La esposa de Flores, antes
una residente permanente de los Estados Unidos,
fue deportada después de una condena por
posesión de drogas. Flores arrancó a su familia de
su estado natal de Kansas, para estar más cerca a
su esposa. La familia Flores es uno entre miles
separados por las leyes de inmigración de Estados
Unidos que no responden adecuadamente a la
unidad familiar.

© 2012 Grace Meng/Human Rights Watch



que si un inmigrante no autorizado tiene un hijo con ciudadanía
estadounidense puede inmediatamente regularizar su situación.
Un ciudadano estadounidense puede solicitar que un padre
obtenga la residencia permanente recién cuando cumple los 21
años, e incluso en estos casos si el padre ha permanecido ilegal-
mente en Estados Unidos durante más de un año deberá dejar el
país y esperar 10 años para poder regularizar su condición. Re-
cientemente se incorporó un cambio en la política administrativa
que permitirá a algunos familiares (entre los cuales no se incluyen
los padres de ciudadanos estadounidenses) pedir que se los
exima de la prohibición de ingresar al país durante 10 años, y para
ello deberán probar, antes de salir del país, que esto supondrá
dificultades extremas para un familiar con ciudadanía esta-
dounidense.8 No obstante, este cambio solamente permite a las
personas solicitar esta exención en forma anticipada, y se aplica
a una cantidad reducida de familiares que sean inmigrantes no
autorizados. No elimina la prohibición general que enfrentan la
mayoría de los familiares al intentar regularizar su situación.

A otros inmigrantes directamente se los excluye de la posibilidad
de conseguir una visa a través de sus parejas con ciudadanía es-
tadounidense. La Ley de Defensa del Matrimonio (Defense of Mar-

riage Act), conocida como DOMA, excluye a las parejas homosex-
uales de la definición de “cónyuge”, e impide así que miles de
ciudadanos estadounidenses consigan que se reconozca condi-
ción legal a sus parejas del mismo sexo con fines de inmigración.9

Entonces, conforme a la actual legislación migratoria, la mayoría
de los inmigrantes no autorizados que tienen familiares con ciu-
dadanía estadunidense están expuestos continuamente a la ame-
naza de deportación.10 En la mayoría de los casos, los jueces que
intervienen en cuestiones de inmigración no tienen ni siquiera
potestad para tomar en cuenta la unidad familiar. Tan sólo en los
dos últimos años, el gobierno estadounidense ha deportado a
más de 200.000 personas que afirmaron tener hijos con ciu-
dadanía estadounidense.11 Estos padres no tienen prácticamente
ninguna posibilidad de regresar al país legalmente. Las autori-
dades pueden impedir que inmigrantes ingresen a Estados
Unidos durante un período de 10 años, o incluso de por vida, si
salen del país tras haber permanecido allí sin autorización du-
rante al menos un año. 

La legislación inmigratoria es mucho menos tolerante con quienes
enfrentan procesos de deportación tras recibir una condena
penal, incluso cuando se trata de personas con residencia legal
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Arrestada y deportada por no pagar una multa
“Alicia S.” llegó a Estados Unidos en 2000 sin autorización. Consiguió trabajo en un hotel, contrajo matrimonio con otro
inmigrante no autorizado y armó una familia. Sus hijas, ambas ciudadanas estadounidenses, tienen ahora 11 y 9 años.
A los 5 años, su hija más pequeña comenzó a sufrir insuficiencia renal. En 2009, el esposo de Alicia fue deportado (y a
partir de entonces ella no tuvo noticias de él). Un año después, la policía interceptó a Alicia por salir de un esta-
cionamiento sin encender las luces del vehículo. Luego de ser rodeada por varios vehículos policiales, y mientras sus hi-
jas lloraban en el asiento trasero, Alicia fue arrestada por los oficiales por no haber pagado una multa anterior que se le
había impuesto por conducir sin seguro. 

Esa fue la última vez que Alicia vio a sus hijas. Luego de dos semanas en prisión, un juez local dispuso que fuera liber-
ada argumentando que no correspondía que estuviera encarcelada por infracciones de tránsito. Sin embargo, autori-
dades de inmigración la arrestaron inmediatamente y fue deportada a México. 

Las hijas de Alicia viven ahora con otra familia. A poco de ser deportada, Alicia se enteró de que su hija había recibido
un trasplante de riñón y que la intervención fue exitosa. “Sentí tanta alegría, tanta felicidad”, expresó Alicia desde la
sala de estar de un centro donde viven decenas de mujeres que fueron recientemente deportadas a México desde Esta-
dos Unidos. “Pero me entristeció no haber podido cuidarla en el hospital”.

Alicia volvió a intentar cruzar la frontera con Estados Unidos en tres ocasiones, pero la descubrieron las dos primeras ve-
ces, y en la última se perdió y tuvo que regresar. En una oportunidad fue abandonada sin agua ni alimentos por contra-
bandistas, y ha estado detenida tres meses en un centro migratorio, y otras dos semanas en una prisión federal. Ahora
también tiene antecedentes penales por haber intentado ingresar ilegalmente al país, lo cual constituye un delito fed-
eral. Contó al respecto: “Rogué al juez que me perdonara y le dije que estaba desesperada por mis hijas”. Ahora le indi-
caron que, debido a la condena, es prácticamente imposible que pueda conseguir una visa. Pero Alicia no quiere pensar
en la posibilidad de vivir sin sus hijas: “Aún tengo deseos de intentarlo de nuevo”.1

1 Entrevista de Human Rights Watch con Alicia S. (seudónimo), Tijuana, México, 17 de octubre de 2012.



permanente que cometieron delitos menores o hace mucho
tiempo. Las reformas de 1996 restringieron significativamente la
discrecionalidad de los jueces inmigratorios para buscar un equi-
librio entre la importancia de preservar la unidad familiar y la
gravedad del delito. A causa de esto, muchas personas con resi-
dencia legal permanente, luego de cumplir la pena que les im-
pone el sistema de justicia penal, sienten que se los castiga
también con el exilio.12 Si regresan a Estados Unidos sin permiso,
con frecuencia se les imputa el delito federal de reingreso ilegal,
para el cual se prevé una pena de hasta 20 años de prisión. En
palabras de un abogado defensor penalista, quienes regresan
varias veces, en muchos casos impulsados por la desesperación,
terminan cumpliendo “una especie de cadena perpetua, a pla-
zos.”13

Recomendaciones: Las mejoras al sistema
inmigratorio de Estados Unidos deberían tomar
como base la responsabilidad fundamental del
gobierno de proteger a las familias.  

Restablecer la potestad de los jueces de tomar en•

cuenta la unidad familiar en todas las decisiones que
adopten en casos de deportación y ampliar los crite-
rios para cancelar las deportaciones y otras defensas
legales que consideran el impacto para familiares que
sean ciudadanos estadounidenses y residentes per-
manentes. 
Reconsiderar los cupos fijados por el país y la canti-•

dad de visas preferenciales por motivos familiares que
se establecieron hace varias décadas, a fin de reflejar
la situación actual. 
Asegurar que las parejas del mismo sexo en las cuales•

los cónyuges tengan distinta nacionalidad reciban el
mismo reconocimiento y trato que las parejas hetero-
sexuales en idéntica situación.
Establecer mecanismos para que los inmigrantes que•

actualmente no serían admitidos, incluidos aquellos
que han recibido una condena penal, puedan solicitar
que se regularice su situación cuando tengan famil-
iares que se encuentren legalmente en Estados
Unidos y puedan demostrar que en la actualidad
mantienen una buena conducta.
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Todos los días, rezamos para que cambien las leyes de inmigración
“Chet”, de 67 años, y “Wei”, su pareja de origen taiwanés de 59 años, han estado juntos dos décadas, y durante gran
parte de este período Wei ha vivido en Estados Unidos en situación irregular. Como nos comentó Chet, “Hemos vivido
juntos, el uno para el otro, durante los últimos 20 años y hemos intentado por todos los medios posibles que consigu-
iera la residencia permanente… Todos los esfuerzos fueron infructuosos, debido a las leyes de inmigración contra las
parejas homosexuales… La madre de Wei falleció hace dos años, pero él no se atrevió a asistir al funeral por temor a no
poder regresar”. Ahora Chet teme que si él fallece, Wei pueda ser deportado cuando tenga que presentarse como su
heredero. “Todos los días, rezamos para que cambien las leyes de inmigración y podamos vivir juntos en paz, sin el
temor constante de que suceda algo que pueda provocar su deportación”2

2 Comunicación por correo electrónico enviada por “Chet” a Immigration Equality (los nombres se reemplazaron a pedido suyo), 1 de septiembre de 2003, en Human
Rights Watch/Immigration Equality, Family, Unvalued: Discrimination, Denial, and the Fate of Binational Same-Sex Couples under US Law, 2 de mayo de 2006,
http://www.hrw.org/reports/2006/05/01/family-unvalued-0. 



II. El sistema de inmigración
estadounidense debería
comprometerse a proteger a los
inmigrantes frente a delitos y
abusos en el lugar de trabajo.

A.  Igualdad de garantías para todos los  trabajadores
Trabajadores inmigrantes, tanto autorizados como no autoriza-
dos, son uno de los pilares de la economía estadounidense. Ac-
tualmente en los Estados Unidos trabajan ocho millones de
inmigrantes no autorizados.14 Muchos inmigrantes son em-
prendedores que establecen negocios modestos como puestos
de alimentos, o absolutamente innovadores como Google. Y al-
gunas industrias directamente dependen de los trabajadores in-
migrantes. Por ejemplo, la gran mayoría de los trabajadores

agrícolas (el 72 por ciento) nacieron en el extranjero; y algunos
cálculos moderados consideran que el 50 por ciento de todos los
trabajadores del sector se encuentran en situación irregular.15

Todos los trabajadores, con independencia de su condición mi-
gratoria, deberían tener derecho a trabajar en condiciones de se-
guridad y salubridad adecuadas, a recibir un trato igualitario, y a
organizarse y participar en acciones colectivas. Sin embargo, los
trabajadores inmigrantes tienen dificultades significativas para
hacer valer estos derechos, incluso cuando cuentan con autor-
ización legal para trabajar en Estados Unidos. Algunas industrias
que dependen notablemente de la mano de obra inmigrante,
como la agricultura y la atención de la salud domiciliaria, no están
alcanzadas por las leyes laborales básicas, como aquellas que
regulan el pago de horas extras, que se aplican a casi todos los
demás sectores. Los trabajadores inmigrantes que sufren lesiones
en el trabajo o que toleran abusos sexuales a menudo no se
atreven a denunciar lo sucedido.16 Con frecuencia, algunos em-
pleadores que no pagan a sus empleados les dicen: “No tengo
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Amenazas de deportación como única recompensa por trabajar arduamente
Human Rights Watch conoció a “Mónica V.” en el norte del estado de Nueva York, adonde se había trasladado para tra-
bajar en el sector agrícola. Contó que había llegado sola a Estados Unidos 12 años atrás, porque el padre de sus hijos la
había abandonado y ya no podía ocuparse de sus seis niños en Guatemala. Su familia vivía con una única comida al día,
que consistía en tortilla con sal. 

Cuando Mónica llegó por primera vez a Estados Unidos, comenzó a trabajar en tareas de salubridad en una planta de
procesamiento de pavos en Georgia. Realizaba dos turnos por día, y para conseguir mayores ingresos incluso tomó dos
horas más de trabajo, durante las cuales aplicaba inyecciones a los pavos, pese a que esto le permitía dormir sola-
mente tres horas por noche. Sin embargo, sufrió una lesión en el ojo a raíz de un golpe causado por la manguera que
utilizaba para limpiar las máquinas. Tras exigirle que presentara “papeles que sirvan”, la empresa la despidió por su
situación irregular, aun cuando hacía ya tres años que trabajaba para ellos. “[C]uando tuve el accidente”, explica,
“comenzaron a mostrarse indiferentes. Yo ya no les servía”.

Esta experiencia se repitió posteriormente. Mónica indicó que varios años después, en otra planta de procesamiento de
aves, su empleador aprovechó su condición de inmigrante ilegal para despedirla cuando sufrió una lesión en el trabajo.
Según dijo, la herida en la mano fue tan grave que ahora no tiene sensibilidad en dos dedos. Los gerentes la citaron
para que se presentara en la oficina y le preguntaron: “¿Quieres que llamemos a la policía o quieres irte tú sola?” A lo
cual ella replicó: “¿Por qué querrían llamar a la policía?”, y le respondieron “porque los papeles no sirven. Tienes que
irte o llamaré a la policía”. 

Mónica contó que, luego de esto, su supervisor le preguntó dónde vivía y dejó “muy claro qué era lo que estaba bus-
cando”. Si Mónica aceptaba mantener relaciones sexuales con él, podría recuperar su trabajo. Mónica relata: “Lloré de-
sconsoladamente y preguntaba ‘Dios, ¿por qué me pasan tantas cosas?’ Y no me permitieron volver al trabajo”. Había
trabajado en la misma planta durante siete años.

Tras 12 años en el país, y luego de sufrir numerosas lesiones, situaciones de acoso y abusos por parte de sus em-
pleadores, Mónica indicó: “Me siento tan triste... ¿Acaso el presidente no sabe cuánto trabajamos? ¿Cuánto nos sacrifi-
camos? ¿Y ahora resulta que somos delincuentes?”3

3 Entrevista de Human Rights Watch con Mónica V. (seudónimo), Nueva York, agosto de 2011, en Human Rights Watch, Cultivar el temor: La vulnerabilidad de los traba-
jadores agrícolas inmigrantes frente a la violencia y el acoso sexual en Estados Unidos, 16 de mayo de 2012, http://www.hrw.org/reports/2012/05/15/cultivating-fear. 



Una joven de 15 años de edad trabaja en un
campo de algodón en Texas. Mujeres
inmigrantes no autorizadas, campesinas, y
niñas migrantes son excepcionalmente
vulnerables al abuso sexual. El aislamiento
geográfico, las barreras lingüísticas, el temor
a la deportación, y la necesidad desesperada
de trabajo hacen que sea muy difícil levantar
denuncias, y mucho menos pedir ayuda.
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que pagarte porque eres ilegal.”17 La decisión dictada en 2002
por la Corte Suprema de los Estados Unidos en la causa Hoffman
Plastic v. NLRB ha dado argumentos a estos empleadores para
que persistan en su postura, y podría limitar los recursos con que
cuentan los trabajadores no autorizados cuando los empleadores
recurren a este tipo de tácticas. Los trabajadores temporales, si
bien cuentan con autorización legal para trabajar, dependen de
sus empleadores para poder continuar en una situación de legal-
idad. Por ello, empleadores inescrupulosos a veces apelan a la
amenaza de deportación para coaccionar a trabajadores inmi-
grantes —tanto aquellos que se encuentran en una situación reg-
ular como los que están en condiciones irregulares— y evitar que
denuncien los abusos. Y, a diferencia de las víctimas de delitos
graves, quienes sufren abusos en el lugar de trabajo y denuncian
lo sucedido no tienen acceso a visas de carácter temporal que les
permitirían permanecer en Estados Unidos mientras su acción se
encuentre pendiente.

Recomendaciones: Un nuevo sistema inmigratorio
debería asegurar que todos los trabajadores, con
independencia de su condición migratoria, puedan
ejercer sus derechos fundamentales y contar con
recursos cuando se violen tales derechos. 

Otorgar visas con carácter temporal para trabajadores•

no autorizados que sean víctimas de abusos en el
lugar de trabajo, a fin de que puedan impulsar sus
reclamos y para que, en casos de naturaleza penal,
puedan prestar testimonio y ayudar a que los respon-
sables sean llevados ante la justicia.
Asegurar igualdad de acceso a recursos para todos los•

trabajadores cuyos derechos sean violados en el lugar
de trabajo, o que exigen que se reconozcan los dere-
chos de los trabajadores, con independencia de su
condición migratoria.

Reducir al mínimo las condiciones de explotación que•

enfrentan particularmente los inmigrantes que traba-
jan en forma temporal:

Permitir que las visas de trabajo temporaleso
puedan transferirse entre distintos em-
pleadores, incluso si pertenecen a difer-
entes industrias. 
Conceder a los trabajadores migrantes tem-o
porales un período de gracia durante el cual
puedan buscar un nuevo empleo después
de haber dejado su primer trabajo.
Asegurar que los trabajadores migranteso
temporales puedan mantener su situación
de legalidad hasta tanto se resuelvan las ac-
ciones legales creíbles que estos hayan ini-
ciado.

B. Igualdad de garantías para todas las víctimas de
delitos 
Cuando los inmigrantes no autorizados no se atreven a denunciar
delitos, esto pone en riesgo a toda la comunidad. En vez de fo-
mentar la confianza en las autoridades de aplicación de la ley, el
gobierno de Estados Unidos y varios estados impulsan leyes y
políticas que, en la práctica, intimidan a los inmigrantes no au-
torizados quienes, como resultado, evitan contacto con la policía. 

Cada vez es más habitual que los organismos locales de apli-
cación de la ley realicen acciones en coordinación con las autori-
dades federales de control de inmigración. Durante los últimos
años, el gobierno estadounidense ha instado a los estados a
adoptar programas como el Programa sobre Extranjeros que Par-
ticipan en Delitos (Criminal Alien Program), el Programa 287(g) y
el de Comunidades Seguras (Secure Communities). A través de
estos programas, a veces se controla si los inmigrantes no autor-
izados que se ponen en contacto con la policía —con frecuencia
durante incidentes menores como controles de tránsito— figuran
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“Ahora no hay seguridad para los hispanos”
Poco después de que Alabama sancionara una férrea ley contra la inmigración en 2011, “Sara M.” se enteró de que un
amigo, un inmigrante hondureño, había recibido una golpiza al ser robado en Birmingham. Dos vecinos que vieron lo
sucedido, llevaron a su amigo al interior de su vivienda y procuraron atender sus heridas. Pero no llamaron a la policía
ni trasladaron a su amigo hasta el hospital, porque este temía que lo interrogaran por no tener autorización para estar
en el país. Sara dijo que llamó a la policía y preguntó si debería contestar preguntas sobre su situación migratoria si se
acercaba a denunciar el delito. Cuando le respondieron que “sí”, colgó el teléfono. “Antes, podías llamar a la policía y
sentirte seguro”, dijo Sara al respecto. “Ahora no hay seguridad para los hispanos”.4

4 Entrevista de Human Rights Watch con Sara M. (seudónimo), (el lugar se mantiene bajo reserva), 29 de octubre de 2011, en Human Rights Watch, Vivir sin Dignidad: La
Ley sobre Inmigración de Alabama, 14 de diciembre de 2011, http://www.hrw.org/reports/2011/12/14/no-way-live. 



en una base de datos de inmigración y, en caso afirmativo, son
retenidos por las autoridades migratorias. Si bien el gobierno de
Obama afirma que el programa Comunidades Seguras procura de-
portar únicamente a delincuentes peligrosos, más de la mitad de
los inmigrantes que fueron deportados como resultado del pro-
grama no contaban con condenas penales o bien habían sido con-
denados por delitos menores, como infracciones de tránsito o
venta ambulante.18 En algunas comunidades, los inmigrantes no
autorizados tienen razones válidas para creer que cualquier con-
tacto con la policía, incluso denunciar un hecho de violencia
doméstica, podría dar lugar a una deportación. A causa de esto,
distintas autoridades se han mostrado preocupadas por la posi-
bilidad de que el programa afecte de manera negativa su capaci-
dad de mantener el orden público.

Al mismo tiempo, los gobiernos de los estados de Arizona, Ala-
bama, Carolina del Sur, Georgia y Utah han sancionado leyes que
obligan o autorizan a los organismos de aplicación de la ley a re-
visar la condición migratoria de cualquier persona arrestada o con
quien entren en contacto en interacciones rutinarias, tales como
controles de transito.

Los inmigrantes no autorizados que sean víctimas de ciertos deli-
tos graves, hayan sufrido abusos físicos o psicológicos graves y
estén dispuestos a colaborar con la investigación de los hechos
pueden solicitar la visa de categoría U, de carácter temporal,19

pero cada año se expiden solamente 10.000 visas de este tipo, y
durante cada uno de los últimos tres años ese límite se alcanzó
antes de completado el año. Organismos gubernamentales a

menudo también se rehúsan injustificadamente a certificar las
solicitudes de víctimas que han cooperado con investigaciones.20

La mayoría de los testigos de delitos —a diferencia de las vícti-
mas— no pueden solicitar visas de tipo U, y ello limita la capaci-
dad de las autoridades de aplicación de la ley de investigar
exhaustivamente los delitos.

Recomendaciones: Un nuevo sistema inmigratorio
debería asegurar que las medias civiles de control
de inmigración no prevalezcan por sobre la
protección de las comunidades frente a los delitos
violentos. 

Concluir el programa Comunidades Seguras, el Pro-•

grama 287(g) y otros similares que exigen que las au-
toridades locales actúen como agentes de
inmigración.
Eliminar los topes máximos previstos para las visas de•

categoría U.
Establecer otros mecanismos para demostrar que ex-•

iste cooperación con  autoridades en los procesos de
postulación a visas de tipo U.
Crear visas temporales para testigos de delitos graves•

(aquellos enumerados entre los criterios para el
otorgamiento de visas U) y permitir así que avancen
las investigaciones.

HUMAN RIGHTS WATCH 11

Una patrulla en Troy, Alabama, donde una ley estatal en 2011 impuso restricciones severas sobre el acceso de inmigrantes no autorizados a
servicios públicos, las escuelas y contratos comerciales. Un fallo de la Corte Suprema de EE.UU. en 2012 dejó de lado la mayor parte de esos
límites, pero permitió que la policía interrogue a las personas sobre su estatus de inmigración durante paradas rutinarias.  

© 2011 Grace Meng/Human Rights Watch



III. La reforma en materia de inmigración
debería contemplar un proceso de
legalización efectivo que respete a las
familias, proteja a víctimas de abusos y
delitos, y reconozca las contribuciones de
quienes residen desde hace tiempo en el
país.  

Los inmigrantes no autorizados en Estados Unidos, una población nu-
merosa y sumamente vulnerable, enfrentan enormes dificultades a causa
del actual sistema de inmigración. Para poder ser efectivas, las modifica-
ciones que se incorporen al sistema deberán estar acompañadas por un
programa de legalización destinado a los inmigrantes no autorizados que
se encuentren actualmente en Estados Unidos. Un proceso de legalización
de esta naturaleza deberá estipularse de manera clara y directa, y los cri-
terios para la selección de los beneficiarios no deben ser discriminatorios
y deben sustentarse en los valores de justicia y equidad que los Estados
Unidos han, tradicionalmente, dicho apoyar. 

Recomendaciones: Estados Unidos debería establecer un
nuevo proceso de legalización que mire hacia delante y que
les ofrezca oportunidades a quienes ahora están excluidos
injustamente de la posibilidad de regularizar su situación
legal. El proceso debería:

Incluir a inmigrantes de bajos ingresos.•

Establecer garantías como la confidencialidad y la posibilidad•

de apelar las decisiones ante una autoridad de mayor jerarquía. 
Asegurar que los inmigrantes en situación vulnerable (por ejem-•

plo, jóvenes, ancianos y personas con discapacidad mental)
tengan acceso a asistencia durante el proceso.
Reconocer los vínculos especiales con los Estados Unidos de•

aquellos inmigrantes que han vivido en el país desde jóvenes.
Asegurar que los inmigrantes no autorizados que, por apli-•

cación de la ley vigente, podrían no ser aceptados en Estados
Unidos debido a infracciones migratorias o condenas penales,
tengan la posibilidad de superar estos obstáculos y solicitar
que se legalice su situación cuando puedan demostrar que
mantienen una buena conducta, residen desde hace tiempo en
Estados Unidos, tienen vínculos familiares, han prestado servi-
cio militar u otros factores similares a su favor.
Crear mecanismos que permitan la legalización de inmigrantes•

no autorizados en el futuro cuando se cumplan determinados
requisitos, a fin de que el trato injusto que reciben los inmi-
grantes no se repita en las futuras generaciones. 
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HUMAN RIGHTS WATCH 13

Una inmigrante no autorizada que ha vivido en los
EE.UU. durante 12 años, sentada en su restaurante
mexicano en Alabama con su nieto, un ciudadano
de los EE.UU.

© 2011 Grace Meng/Human Rights Watch



IV. El sistema de inmigración
estadounidense debería enfocar las
medidas de control en amenazas
que sean genuinas y asegurar que
se respeten las garantías de debido
proceso de todas las personas.
El sistema de control migratorio estadounidense ha crecido expo-
nencialmente desde el último programa de legalización impor-
tante, implementado por el ex presidente Ronald Reagan. La
cantidad de deportaciones aumentó radicalmente —pasó de
30.039 en 1990 a más de 400.000 en 2012— y se han producido
más de 4 millones de casos desde 1990. Como indicó reciente-
mente el Migration Policy Institute, los gastos destinados a con-
troles inmigratorios superan a los de todos los demás organismos
federales de aplicación de la ley penal en su conjunto.21 Sin em-
bargo, en vez de garantizar la seguridad pública y consolidar el
estado de derecho, la aplicación indiscriminada de leyes excesi-
vamente rigurosas ha separado a familias y ha obligado a otros a
vivir atemorizados, a la vez que ha desviado recursos públicos
que podrían haber sido destinados a otros fines útiles.

Varios estudios indican que los índices de delincuencia son
menores entre quienes han inmigrado recientemente, en com-
paración con personas que nacieron en Estados Unidos.22 En tanto
las autoridades locales tienen una participación cada vez más ac-
tiva en el control inmigratorio a través de programas como Comu-
nidades Seguras, las interacciones que culminan con la
deportación no son generalmente detenciones por delitos graves,
sino más bien controles de tránsito y otras situaciones que no
siempre tienen como resultado una acusación penal. Al mismo
tiempo, una gran cantidad de delitos, incluidos aquellos que no
involucran violencia como hurtos en tiendas, constituyen ahora
“delitos con agravantes” conforme a la legislación inmigratoria
(aun si no se adecuan exactamente a la definición de “delitos con
agravantes” del derecho penal) y pueden dar lugar a deporta-
ciones obligatorias y con carácter permanente, incluso de per-
sonas que tienen residencia legal permanente desde hace
tiempo. Los delitos federales de ingreso ilegal (un delito de
gravedad menor) y reingreso ilegal (un delito grave) actualmente
representan más del 50 por ciento de todos los procesos fed-
erales,  iniciados principalmente en el marco de la iniciativa
 “Operation Streamline” 23 y otros programas similares que procu-
ran juzgar en la justicia penal a todas las personas que sean in-
terceptadas cuando intentan ingresar ilegalmente a Estados
Unidos. El Servicio de Control de Aduanas y Fronteras (Customs
and Border Protection) remite más casos a la justicia penal que
el FBI,24 y algunos jueces y fiscales han expresado su preocu-

pación respecto de que se estén desviando fondos que deberían
destinarse a cuestiones penales más graves.

Este drástico incremento en el volumen de casos ha afectado con-
siderablemente los derechos de debido proceso y juicio justo de
quienes no son ciudadanos, tanto en la justicia civil de inmi-
gración como en el sistema de justicia penal federal. Las demoras
en la justicia de inmigración no se han reducido. La resolución en
la justicia inmigratoria de procesos contra personas que no están
detenidas demora un promedio de 17,5 meses, y algunos casos
se extienden incluso durante más de cinco años.25 En este sistema
sumamente complejo, en el cual perder el caso a veces puede sig-
nificar una prohibición permanente de regresar al país, quienes
no son ciudadanos estadounidenses solamente cuentan con rep-
resentación de un abogado si tienen recursos suficientes para
solventar el asesoramiento jurídico o consiguen asistencia ad
honórem. La diferencia que supone contar con representación le-
trada es contundente: por ejemplo, quienes piden asilo tienen
seis veces más posibilidades de conseguirlo si cuentan con la rep-
resentación de un abogado. Sin un abogado, es imposible–espe-
cialmente para las personas más vulnerables, como aquellas con
discapacidad mental o menores de edad–defenderse adecuada-
mente ni recibir un proceso justo. Una vez que se dicta una orden
de deportación con carácter definitivo, quienes no sean ciu-
dadanos tienen muy pocas posibilidades de apelar esta decisión
ante la justicia federal. E incluso cuando los jueces de inmigración
cometen errores, estos pueden ser extremadamente difíciles de
subsanar, sobre todo si la persona ya ha sido deportada.

Incluso este sistema deficiente de procesos de deportación,
donde se postergan audiencias y existe acceso limitado al aseso-
ramiento jurídico, tampoco está disponible para cientos de miles
de personas cada año. La mayoría de las deportaciones no se
efectúan por medio de órdenes emitidas por un juez de inmi-
gración, sino a través de mecanismos como “deportaciones es-
tipuladas” (stipulated removals), en las cuales las personas que
no tienen ciudadanía estadounidense aceptan ser deportadas
antes de ser llevadas ante un juez de inmigración, o las “deporta-
ciones aceleradas” (expedited removals) donde estas personas
solamente pueden invocar algunas defensas limitadas para no
ser deportadas y no son recibidas por un juez, sino por un fun-
cionario de inmigración. Muchas personas han señalado que reci-
bieron información errónea o fueron presionadas para aceptar
una deportación estipulada —incluso cuando podrían tener un
motivo válido para permanecer en el país legalmente— por fun-
cionarios que prometieron liberarlas o les dijeron: “Podrán regre-
sar mañana mismo.”26

Las presiones generadas por la intensificación de los controles
inmigratorios también han tenido fuerte repercusión en el sistema
de justicia penal federal. A causa de “Operation Streamline” y
otros programas similares aplicados a lo largo de la frontera, la
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situación en los juzgados federales ha cambiado radicalmente, y
están ahora repletos de grupos de acusados que declaran su cul-
pabilidad en forma grupal, y abogados que apenas alcanzan a re-
unirse con sus clientes durante tan sólo 10 ó 30 minutos por vez.
Diversos jueces federales, fiscales y defensores han criticado al
programa “Operation Streamline”, en tanto consideran que se
malgastan recursos que podrían haberse destinado a juzgar deli-
tos más graves.27

Y aunque el gobierno de Obama afirma que las medidas de de-
portación apuntan específicamente a delincuentes peligrosos que
cometen delitos graves, esta afirmación no resiste un análisis de-

tallado de las estadísticas. Si bien ahora la proporción de extran-
jeros deportados que tienen antecedentes penales es mayor que
nunca, de los 188.382 extranjeros deportados por condenas pe-
nales en 2011, en el 42 por ciento de los casos el delito más grave
había sido una condena por cuestiones migratorias o infracciones
de tránsito.28 Cuatro años antes, cuando la proporción de per-
sonas con antecedentes penales que eran deportadas era casi un
50 por ciento menor, los incidentes de tránsito no estaban
siquiera entre los 10 delitos principales.29

Los límites difusos entre las medidas civiles de control de inmi-
gración y la aplicación de la ley penal posiblemente se manifi-

HUMAN RIGHTS WATCH 15

No hay una segunda oportunidad
Antonio Cerami llegó a Estados Unidos desde Italia con su familia cuando tenía 12
años, con autorización como residente legal permanente. En 1984 conoció a Cristina,
una ciudadana estadounidense, con quien contrajo matrimonio en 1992. Antonio se
convirtió en padrastro de los cuatro hijos de Cristina, y a su vez la pareja tuvo otro
hijo.

Cristina dijo a Human Rights Watch: “Estábamos bien, éramos una familia normal,
sin ser ricos, pero vivíamos muy bien. Yo trabajaba, él trabajaba, y casi ni nos
veíamos porque trabajábamos 10 horas al día. Pero teníamos una vida común y corri-
ente”.

Luego, en 2003, Antonio decidió viajar con su hijo más pequeño y su esposa a Italia
durante tres semanas para asistir a la boda de una sobrina. Al regresar al aeropuerto
O’Hare de Chicago, Antonio fue detenido en relación con una condena que había
recibido 19 años antes por participar en un intento de robo a una pizzería. Antonio

había sido condenado a seis años de prisión y fue liberado por buena conducta al cumplir tres años de su pena. A pesar
de que desde entonces había cumplido todas las condiciones de la libertad condicional y vivió sin tener problemas con

la ley durante más de 15 años, se dispuso que Antonio fuera deportado nuevamente a
Italia. Cristina explicó lo que había sucedido cuando la llamaron a prestar testimonio
en el tribunal de inmigración: 

Cuando le rogué al juez que no me quitara a Tony, este me dijo: ‘Usted tiene un em-
pleo, puede trabajar’. ¿Qué sucedió entonces con eso de los valores estadounidenses
y la unidad familiar? ¿Qué se hizo de todo ello? ¿Acaso no significa nada? ¿Qué fue
de la idea de que a ningún niño se le abandona?... Mi esposo pagaba impuestos. Es-
tuvo aquí durante 30 años [antes de ser deportado]… Deberían haber visto cómo
lloraba mi hija... para ella él era su padre. La crió desde que tuvo cinco años.

El hijo menor de Cristina tuvo que recibir asistencia psicológica luego de que depor-
taran a su padre. Sin los ingresos de Antonio, y al verse obligada a pagar cuantiosos
honorarios de abogados, Cristina perdió su vivienda en los suburbios. 

Su hija mayor se mudó con la familia de su novio y, según explicó Cristina: “En este
momento la verdad no tenemos un hogar… John vive con un amigo, Jessica también

vive con una amiga, Danny con su tío y Ángela con otra amiga. Realmente nos han separado”.5

5 Entrevista de Human Rights Watch con la familia Cerami, Chicago, Illinois, 5 de febrero de 2006, en Human Rights Watch, Forced Apart: Families Separated and Immi-
grants Harmed by United States Deportation Policy, July 17, 2007, http://www.hrw.org/reports/2007/07/16/forced-apart-0. 



esten con mayor claridad y gravedad en el sistema de detención
de inmigrantes. Privar a una persona de su libertad es un acto
grave, especialmente cuando esto se produce por fuera del sis-
tema de justicia penal donde se reconocen las garantías de de-
bido proceso. Muchos delitos no violentos, como la tenencia de
sustancias controladas en pequeñas cantidades y el hurto en tien-
das, dan lugar a la aplicación de la norma sobre “detención oblig-
atoria” en la legislación inmigratoria, que impide que inmigrantes
(incluidos quienes tienen residencia legal permanente) puedan
pagar fianza. Contrariamente a esto, en el sistema de justicia
penal estadounidense cada persona detenida en circunstancias
similares (como por ejemplo, en prisión preventiva) recibe una
audiencia en la cual se determina si existe riesgo de fuga o peli-
grosidad.

La detención por razones de inmigración supuestamente es una
medida de naturaleza civil y administrativa, antes que punitiva,
y debería usarse sólo excepcionalmente. Como ha sido recomen-
dado por el Colegio de Abogados de Estados Unidos (el American
Bar Association), la detención civil debe guardar mayor similitud
con características de un centro seguro de cuidados o un establec-
imiento de rehabilitación, que con el encarcelamiento en una
prisión.30 Cerca de la mitad de detenidos nunca fueron condena-
dos por delitos, e incluso quienes fueron condenados ya han
cumplido la pena impuesta por el sistema de justicia penal. 

Sin embargo, la extensa y costosa red de centros de detención y
prisiones locales ha llegado a recluir en la última década a 3 mil-
lones de extranjeros, sin considerar adecuadamente si se trata

de personas en verdad peligrosas o si existe
el riesgo de que intenten eludir la acción de
la justicia. Numerosos detenidos, incluidas
víctimas de tortura y niños, han tolerado
condiciones punitivas en las cuales la aten-
ción médica es absolutamente inadecuada
y no se denuncian ni abordan los casos de
abuso sexual.31

La detención durante períodos prolongados
también repercute gravemente en la capaci-
dad de quienes no son ciudadanos esta-
dounidenses de oponerse a la deportación,
ya que esta situación a menudo obstaculiza
el contacto con sus familiares, limita el ac-
ceso a abogados (especialmente si se los
traslada a sitios alejados de su hogar) y
provoca dificultades financieras. En vez de
asegurar que los inmigrantes asistan a las
audiencias de deportación, las característi-
cas de la detención frustran su posibilidad
de recibir un procedimiento justo.  

Recomendaciones: 
Derogar las disposiciones draconianas y arbitrarias de•

las reformas implementadas en 1996 al sistema de in-
migración y limitar la definición de “delitos gravísi-
mos” a aquellos que las leyes de los estados
consideran delitos violentos graves.
Restablecer la potestad de los jueces inmigratorios de•

ponderar evidencias relativas a rehabilitación, víncu-
los familiares y otros factores en el caso de personas
con alguna condena penal, cuando deban decidir si
resulta procedente deportar a personas con residen-
cia legal permanente.
Asegurar que las personas que no sean ciudadanos•

estadounidenses que se encuentren legalmente en el
país, así como los extranjeros cuya situación legal sea
cuestionada, y que se enfrenten a la posibilidad de
deportación tengan acceso a que la decisión sea con-
firmada por la justicia y pueda ser apelada ante una
autoridad superior, como lo exigen las normas inter-
nacionales de derechos humanos. Asimismo, se de-
berá asegurar que se reconozca a las personas
detenidas, incluidas aquellas que esperan ser depor-
tadas, la posibilidad de revisión judicial de su arresto. 
Reformar el proceso de deportación acelerado para•

permitir un examen más justo y completo de los argu-
mentos que invoquen los extranjeros para no ser de-
portados.
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Héctor Barajas, a la izquierda, y Fabián Rebolledo muestran fotos de sí mismos, tomados cuando
estaban en el Ejército de los EE.UU.. Ambos fueron deportados a México después de condenas por
delitos graves, a pesar de su servicio militar y sus hijos, nacidos en los Estados Unidos. Los dos
formaron un grupo de apoyo para ayudar a los veteranos deportados de Estados Unidos, y para
presionar por cambios en la ley de inmigración de EE.UU.. 

© 2012 David Maung



Asegurar que los jueces que intervienen en cues-•

tiones de inmigración concedan a los “extranjeros que
llegan al país” (arriving aliens), en forma individual,
una audiencia durante la cual se determine la posibil-
idad de su detención, y que revisen todas las órdenes
de deportación para reducir el riesgo de que esta me-
dida se disponga cuando no corresponda. 
Permitir que inmigrantes vulnerables en situación de•

indigencia, como personas con enfermedad mental o
niños, que sean objeto de procedimientos de de-
portación o hayan solicitado asilo tengan acceso a as-
esoramiento legal. 
Eliminar los plazos arbitrarios que prevé actualmente•

la legislación, como el límite de un año para pedir
asilo.
Impedir la ampliación de Operation Streamline y eval-•

uar la necesidad de que estos programas continúen
vigentes.
Reformar el sistema de detención inmigratoria y:•

Limitar la detención obligatoria de inmi-o
grantes a quienes hayan cometido delitos vi-
olentos. 
No someter a detención obligatoria a per-o
sonas con residencia legal permanente o
que hayan pedido asilo (a menos que se de-
muestre que representan un riesgo para la
seguridad o que pueden darse a la fuga). 
Ampliar los escasos programas que ofreceno
alternativas a la detención y que se aplican
actualmente. 
Prohibir que los detenidos sean trasladadoso
a sitios remotos cuando ello pueda obstac-
ulizar la posibilidad de que reciban aseso-
ramiento legrado o implique una separación
indebida del resto de su familia. 
Garantizar que los detenidos reciban uno
trato adecuado, incluido el acceso a aten-
ción médica suficiente.  

HUMAN RIGHTS WATCH 17

Madre condenada y encarcelada cuando intenta regresar 
con su familia estadounidense
El año pasado, los dos hijos adultos de “Brenda R.” fueron asesinados en México. Brenda afirmó que sus hijos no partic-
ipaban en actividades delictivas, pero que uno de ellos mantenía una amistad con una mujer que aparentemente era la
novia de un narcotraficante de una pequeña localidad en el estado de Chihuahua, una región donde se registran altos
niveles de violencia vinculada con el narcotráfico. Tras recibir amenazas, el hijo de Brenda y su hermano decidieron irse
de esa localidad. Sin embargo, antes de que pudieran irse, fueron abatidos a disparos en el estacionamiento de una
cantina. 

Brenda viajó hasta Chihuahua para enterrar a sus hijos, pero también comenzó a hacer preguntas sobre la investigación
policial y la mujer con quien su hijo mantenía un vínculo. Brenda intentaba contener las lágrimas cuando contó que los
residentes de la zona y la policía de Chihuahua le advirtieron que dejara de hacer preguntas.

Brenda se sentía insegura en México e intentó regresar a Texas para reunirse con su familia. Si bien no tenía autor-
ización legal para permanecer en el país, durante mucho tiempo residió en Dallas y estuvo casada con un hombre con
residencia permanente, con quien tiene una hija de 10 años, que nació en Estados Unidos. Sin embargo, eso pareció no
tener ninguna relevancia cuando fue detenida en una zona incluida dentro del programa federal conocido como “Opera-
tion Streamline”. Debido a la política de tolerancia cero que impera en la zona, Brenda fue juzgada penalmente y conde-
nada por ingreso ilegal, un delito federal de gravedad menor. 

Movida por la desesperación de no poder estar junto a su familia estadounidense, Brenda intentó ingresar nuevamente
algunos meses después, y esta vez mostró al agente del Servicio de Control de Aduanas y Fronteras (Customs and Border
Protection) un permiso de paso que le había proporcionado una de sus amistades. Sin embargo, fue descubierta in-
mediatamente y puesta una vez más a disposición de la justicia penal.  

Brenda nunca había tenido problemas con las autoridades anteriormente. Ahora tiene antecedentes penales en el ám-
bito federal, debido a las dos condenas por ingreso ilegal, y cuenta con muy pocas opciones para poder reunirse nueva-
mente con su familia en Estados Unidos. Finalmente cumplió 60 días de prisión en una cárcel del condado, y continúa
en un centro de detención para inmigrantes mientras intenta demostrar que si regresa a México su vida correrá riesgo.6

6 Entrevista de Human Rights Watch con Brenda R. (seudónimo), Pecos, Texas, 24 de septiembre de 2012.
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